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1. Preámbulo 

 

En Venezuela ha operado, por más de dos décadas, un complejo entramado –institucional e 

informal- que hostiliza y socava la acción de las organizaciones de empleadores y de 

trabajadores no afines al Gobierno1.  

 

De este modo, el derecho humano y fundamental a la libertad sindical2 ha sido 

sistemáticamente vulnerado mediante la conculcación -de modo específico- del derecho de 

las organizaciones sindicales a elegir libremente sus representantes, organizar su 

administración y sus actividades, y formular su programa de acción3. 

 

El presente ensayo pretende, en primer término, reseñar los componentes esenciales de la 

libertad sindical y exponer -de modo abreviado- su evolución normativa (1891-1990) para, 

 
 En el presente ensayo, para evitar la sobrecarga gráfica, opté por utilizar el clásico masculino genérico, en el 

entendido que todas las referencias, salvo que de su contexto se desprenda la intención contraria, refieren por 

igual a cualquier género, sin distinción alguna. Asimismo, las cursivas y corchetes en citas textuales son míos. 

 Jefe del Departamento de Derecho Social de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés 

Bello (Caracas). Profesor en el Curso de Derecho Constitucional Laboral en la Pontificia Universidad 

Católica del Perú (Lima). Profesor en la Maestría en Derecho del Trabajo y Seguridad Social de la 

Universidad Libre (Bogotá). Individuo de Número de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales 

(Venezuela).  

1 Informe de 17 de septiembre de 2019, emanado de la Comisión de Encuesta designada por el Consejo de 

Administración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) para analizar el incumplimiento por parte 

del Gobierno de Venezuela de los Convenios sobre métodos para la fijación de salarios mínimos (núm. 26), 

sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación (núm. 87), y sobre la consulta tripartita 

(núm. 144), párrs. 367, 483, 489, 493, 494 y 496, pp. 168, 222, 225, 227, 228 y 229, respectivamente.   

2 Consagrado –primordialmente- en los arts. 95 al 97 de la Constitución de la República (CRBV) y en los 

Convenios sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) y sobre el 

derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98), ambos insertos en el bloque de 

constitucionalidad ex art. 23 CRBV.  

3 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 483, p. 222. 
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luego, describir algunos de los mecanismos jurídicos utilizados en el período 1999-2021 

para neutralizar, estatizar y someter a las organizaciones sindicales, principalmente a través 

de la injerencia en sus procesos electorales, su cuadriplejía por “mora electoral”, la 

imposición de funciones estatales –como la defensa de los intereses del pueblo y la 

soberanía nacional-, y el impulso de los consejos productivos de trabajadores (CPT) como 

instrumentos del poder popular destinados a controlar la gestión empresarial “a fin de 

garantizar el desarrollo productivo de la Nación y su acceso oportuno para el Pueblo”4.  

 

2. Libertad sindical  

 

2.1. Trazos cardinales 

 

La libertad sindical, como derecho humano –según se desgaja de su consagración en los 

más trascendentes instrumentos internacionales sobre la materia5- y fundamental -en tanto 

inserto en nuestro bloque de constitucionalidad6-, ensambla una tríada de componentes 

esenciales, interdependientes e inescindibles7:  

 

i. Organizativo: derecho de trabajadores y empleadores, sin ninguna distinción y sin 

autorización previa, a constituir las organizaciones8 que estimen convenientes, así 

como el de afiliarse –o no9-, con la sola condición de observar los estatutos de las 

mismas; 

 

ii. Funcional: derecho a fomentar y defender intereses colectivos o de categoría a 

través –principalmente- de la negociación colectiva, el diálogo social y, en lo que 

 
4 Art. 1 de la Ley Constitucional de los Consejos Productivos de Trabajadoras y Trabajadores (LCCPT) de 30 

de enero de 2018, publicada en la Gaceta Oficial 41.336 de 6 de febrero del mismo año.  

5 Entre otros, Declaración de Filadelfia de 10 de mayo de 1944 (párrs. I.b, I.d y III.e), Carta de la 

Organización de Estados Americanos de 30 de abril de 1948 (art. 45.c), Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre de 30 de abril de 1948 (art. XXII), Declaración Universal de los Derechos 

Humanos de 10 de diciembre de 1948 (art. 23.4), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de diciembre de 16 de diciembre de 1966 (art. 8), Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos de 16 de diciembre de 1966 (art. 22), y Convención Americana sobre Derechos Humanos de 22 de 

noviembre de 1969 (art. 16.1). 

6 Explícitamente, ex art. 95 CRBV, en concordancia con los arts. 77 (participación en la gestión empresarial), 

96 (negociación colectiva), y 97 (huelga) eiusdem. Implícitamente, ex art. 23 CRBV se insertan en el bloque 

de constitucionalidad, entre otros tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por la 

República, los Convenios sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 

y sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98).   

7 Carballo Mena, César Augusto, Libertad sindical. La perspectiva de los derechos fundamentales, CACM, 

Caracas, 2012, p. 165. 

8 En los términos de la tautología virtuosa que consagra el art. 10 del Convenio sobre la libertad sindical y la 

protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87), “toda organización de trabajadores o de empleadores 

que tenga por objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores o de los empleadores”.  

9 Arts. 95 CRBV y 45.c de la Carta de la Organización de Estados Americanos de 30 de abril de 1948. 
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solo atañe a los trabajadores, la huelga, y la participación en la gestión empresarial; 

y 

 

iii. Inmunitario: derecho a una adecuada protección frente a las conductas que tuviesen 

por objeto o efecto impedir, restringir u obstaculizar el pleno y eficaz ejercicio de la 

libertad sindical.  

 

2.2. Evolución normativa 

 

Las primeras normas jurídicas de fuente estatal que regularon en Venezuela los 

componentes de la libertad sindical se insertan en el ámbito de la explotación de minas, 

específicamente en lo que respecta a la composición de conflictos colectivos de trabajo y el 

ejercicio de la huelga:  

 

i. El Código de Minas de 30 de junio de 1891 creó el cargo de ingeniero inspector de 

minas, a quien correspondía velar por el cumplimiento de dicha Ley y, en el 

supuesto de huelgas, ejercer las funciones de mediación para restablecer las paz 

laboral. En caso de resultar infructuosas dichas gestiones, el funcionario 

administrativo debía “solicitar el apoyo de la autoridad civil inmediatamente con 

miras a la conservación del orden público tanto en la mina como en el vecindario”10; 

  

ii. El Reglamento del Código de Minas de 12 de septiembre de 1891 reiteró la potestad 

mediadora del ingeniero inspector de minas (art. 16), y previó como falta grave de 

policía la sublevación de los empleados y trabajadores contra los directores o 

empleados a quienes estuvieran subordinados, “y mucho más si lo hacen con el fin 

de alcanzar, por el temor o la fuerza, algo que éstos no quisieran o pudieren 

concederles”11 (art. 15); 

 

iii. El Código de Minas de 29 de marzo de 1893 atribuyó la referida potestad de 

mediación al guardaminas, en caso de dificultades entre patronos y obreros, en lugar 

de aludir a huelgas o sublevaciones12; 

  

iv. En el Código de Minas de 16 de agosto de 1909 fue suprimida la potestad 

mediadora del guardaminas y, en su lugar, se previó que las controversias surgidas 

entre patronos y trabajadores habrían de dirimirse ante una junta de tres árbitros 

arbitradores13; y 

 

v. El Reglamento para la Explotación de Minas de 8 de marzo de 1916 previó que, en 

caso de huelga, los guardaminas y Jefes Civiles debían ejercer funciones de 

 
10 Parra Aranguren, Fernando, Antecedentes del Derecho del Trabajo en Venezuela (1916-1928), UCAB, 

Caracas, 1980, p. 68. 

11 Ibídem, pp. 70 y 71. 

12 Ibídem, p. 72. 

13 Ibídem, p. 76. 
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conciliación y mediación, adoptar medidas dirigidas a prevenir daños a la mina o al 

público, y reprimir las acciones violentas de los huelguistas14.  

 

El 23 de julio de 1928 fue promulgada15 nuestra primera Ley del Trabajo16, la cual previó 

en materia sindical lo siguiente: 

 

i. Prohibición a las asociaciones de trabajadores o patronos de federarse con 

asociaciones o partidos extranjeros o adscribirse a los mismos, hacerse representar 

en congresos o juntas internacionales sin previo permiso del Ejecutivo Federal, y/o 

hacer propaganda comunista17 o contraria al orden público o las buenas costumbres. 

En caso de inobservancia procedería la disolución –en sede adminstrativa- de la 

organización sindical y la imposición de multas a sus directivos (ar. 42); y  

 

ii. Derecho patronal a contratar trabajadores en sustitución de los huelguistas (art. 38), 

ejercer el lock out o suspensión de actividades productivas con ánimo conflictivo, y 

despedir masivamente a sus trabajadores como mecanismo de coerción para que 

estos conviniesen en sus pretensiones (art. 40).  

 

Como se observa, la Ley del Trabajo de 1928 lejos de reconocer el derecho de los 

trabajadores a organizarse en la forma que estimen conveniente para la mejor defensa y 

promoción de sus intereses, contempló severas restricciones al ejercicio de la libertad 

sindical y declaró la licitud de conductas patronales tendentes a enervar su ejercicio.  

 

La muerte de Juan Vicente Gómez, el 17 de diciembre de 1935, quien había gobernado 

autoritariamente al país -por sí o interpuesta persona- desde 1908, avivó las esperanzas de los 

sectores nacionales que reclamaban cambios democráticos e impulsó un estado de intensa 

agitación social durante los primeros meses de 1936. En este escenario, el nuevo gobierno, 

presidido por el general Eleazar López Contreras, probablemente con ánimo profiláctico 

frente a la cuestión social emergente18, ofreció, en el denominado Programa de Febrero de 

21 de febrero de 1936, la modernización del Estado y la democratización de la sociedad, 
 

14 Ibídem, pp. 85 y 86. 

15 Se sostiene que la Ley del Trabajo de 1928 fue dictada como consecuencia de factores externos, como 

resultaba el hecho de ser Venezuela miembro fundador de la Organización Internacional del Trabajo y, sin 

embargo, no haber sancionado una ley laboral, y factores internos, como resultaban, de un lado, las acciones, 

conjuntas y separadas, de obreros y estudiantes que exigían mayores libertades públicas y mejores 

condiciones de trabajo, y del otro, el imperativo de consagrar en nuestro ordenamiento jurídico la teoría del 

riesgo profesional. Ibídem, pp. 198-216. 

16 Caldera Rodríguez, Rafael, Derecho del Trabajo, Tipografía La Nación, Caracas, 1939, p. 94. 

17 La Constitución de la República de 23 de mayo de 1928, en su artículo 32, inciso 6°, prohibía la 

propaganda del comunismo. En la Constitución de 20 de julio de 1936 se ratificó la prohibición de la doctrina 

comunista, además de la anarquista, declarándose traidores a la patria a quienes las proclamen, propaguen o 

practiquen. 

18 Parker, Richard, “Consideraciones en torno a la Ley del Trabajo del año 1936”, Estudios Laborales. 

Ensayos sobre Derecho del trabajo y disciplinas afines en homenaje al Profesor Rafael Alfonzo Guzmán, 

UCV, Caracas, 1986, pp. 202 y 203. 
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incluyendo la reglamentación de las libertades relativas al trabajo “con el objeto de evitar 

los conflictos sociales a que puede dar lugar cuando se ejercen en contra de los intereses de 

la comunidad”19.  

 

Así, fueron promulgadas la Ley del Trabajo de 16 de julio de 1936, consagratoria de los 

derechos de organización y acción sindical, y la Constitución de la República de 20 del 

mismo mes y año, donde por vez primera se insertan derechos laborales aunque solo en su 

órbita individual20. 

 

En efecto, la Ley del Trabajo de 1936 -inspirada, de modo preponderante, en el Código del 

Trabajo de Chile de 13 de mayo de 1931 y en la Ley Federal del Trabajo de México de 18 

de agosto del mismo año21- contempló los derechos de organización de los trabajadores en 

sindicatos o grupos, la negociación de contratos colectivos de trabajo22, y el ejercicio de la 

huelga23.  

 

Sin embargo, al mismo tiempo, se incorporaron severas restricciones a la libertad sindical, 

destacándose las amplísimas facultades de injerencia sobre la organización y acción 

sindicales que se reservó el Ejecutivo Nacional:  

 

i. Reconoce solo el registro de sindicatos de empresa o de profesión u oficio, 

enervando así la formación de sindicatos industriales (art. 132);  

 

ii. Garantiza la libertad sindical individual en sentido negativo, es decir, el derecho de 

los trabajadores a no afiliarse a las organizaciones sindicales o desafiliarse de estas 

si lo estimasen conveniente (art. 134);  

 

iii. Condiciona la existencia de los sindicatos a su previo registro administrativo (art. 

136);  

 

 
19 Congreso de la República, El pensamiento político venezolano del siglo XX. Documentos para su estudio. 

El debate político en 1936, N° 14, Caracas, 1983, p. 21. 

20 Carballo Mena, César Augusto, Libertad sindical..., ob.cit., pp.73-76. 

21 “Los artículos de la Ley del Trabajo de 1936 contienen preceptos tomados de las Convenciones 

Internacionales [de la Organización Internacional del Trabajo], del Código Chileno, de la Ley mexicana, y en 

gran parte, de la Ley venezolana de 1928 y hasta de leyes peruana y colombiana anteriores a 1928”. Caldera 

Rodríguez, Rafael, ob.cit., p. 107. 

22 Mediante Decreto-Ley de 21 de noviembre de 1958 se reguló la negociación colectiva por rama de 

actividad económica.  

23 También reiteró el derecho patronal al lock-out o cierre de la unidad productiva como mecanismo de 

coerción contra los trabajadores en el ámbito de un conflicto colectivo, previsto originalmente en la Ley del 

Trabajo de 1928. 
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iv. Prevé que los extranjeros solo pueden ejercer funciones como directivos sindicales 

si han residido más de diez (10) años en el país y obtienen previa autorización por 

parte de la autoridad competente24 (art. 137.5); y  

 

v. Prohíbe a los sindicatos, bajo pena de disolución administrativa, federarse con 

asociaciones o partidos políticos, nacionales o extranjeros (art. 143).  

 

El 4 de mayo de 1945 fue promulgada la Ley de Reforma Parcial de la Ley del Trabajo por 

cuya virtud se consagró, en el ámbito que se analiza:  

 

i. Goce de inamovilidad para quienes integren –hasta el número máximo de siete- 

juntas directivas de organizaciones sindicales de trabajadores25, como mecanismo 

preventivo frente a eventuales conductas antisindicales de iniciativa patronal (art. 

194, texto refundido); y 

 

ii. Limitación a dos (2) años de la duración máxima de las funciones de los directivos 

sindicales, prohibiéndose su reelección inmediata26 (ídem).  

 

La Constitución de la República de 5 de julio de 1947, expresión del proyecto político 

encarnado a partir de la denominada Revolución de Octubre27, consagró por vez primera en 

dicho plano jerárquico los componentes esenciales de la libertad sindical: derecho de 

sindicalización (art. 42), negociación colectiva laboral y, en particular, celebración de 

contratos colectivos de trabajo (art. 63, numeral 8°), solución de los conflictos colectivos de 

trabajo mediante la implantación de instancias idóneas para la conciliación de los intereses 

contrapuestos (art. 63, numeral 9°), huelga, salvo en los servicios públicos que se 

determinen legalmente (art. 63, numeral 10°), y “estabilidad en el trabajo para los 

miembros de las directivas de los sindicatos de trabajadores, salvo los casos de retiro 

plenamente justificados” (art. 63, numeral 7°). 

 

 
24 “Se ha entrado en todas las legislaciones a regular estrechamente la vida de los sindicatos, para evitar que 

sus actividades se desvíen del cauce que legítimamente les toca. Pero se ha pensado, más seriamente, en la 

necesidad de transformar la propia estructura que los compone, la cual naturalmente tiende a la lucha de 

clases [...] Por eso existe en nuestras leyes la prohibición de que sean miembros de la Directiva [sindical], 

extranjeros que no tengan por lo menos diez años de residencia en el país: para evitar que en ellas puedan 

predominar intereses internacionalistas sobre los de la patria...”. Caldera Rodríguez, Rafael, ob.cit., pp. 621, 

638 y 642. 

25 Dicha inamovilidad en tutela de la libertad sindical ha sido ampliamente extendida, destacando, entre otros, 

los siguientes supuestos: (i) trabajadores que manifiesten su pretensión de organizarse en sindicatos (art. 198 

de la Ley del Trabajo de 3 de noviembre de 1947), (ii) trabajadores interesados en negociaciones de contratos 

colectivos o conflictos colectivo de trabajo (arts. 369 y 408 del Reglamento de la Ley del Trabajo de 31 de 

diciembre de 1973), y (iii) trabajadores interesados en elecciones sindicales (art. 452 de la Ley Orgánica del 

Trabajo de 20 de diciembre de 1990). 

26 Esta restricción fue suprimida en la Ley del Trabajo de 1947. 

27 La Revolución de Octubre alude al proceso de derrocamiento del Presidente de la República, Isaías Medina 

Angarita, por un movimiento cívico-militar liderado por Acción Democrática, el 18 de octubre de 1945.  
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Por contraposición, la Constitución de 15 de abril de 1953, dictada bajo el régimen del 

general Marcos Pérez Jiménez, suprimió el amplio catálogo de institutos propios del 

Derecho colectivo del trabajo, conservando apenas la mención al derecho de sindicalización 

(artículo 63, ordinal 10°).  

 

Por su parte, la Constitución de la República de 23 de enero 1961 brindó un espacio 

privilegiado a las organizaciones sindicales: favorecimiento de las relaciones colectivas de 

trabajo y promoción de la negociación colectiva como mecanismo idóneo de solución de 

los conflictos colectivos de trabajo (art. 90), promoción de la convención colectiva y licitud 

de la cláusula sindical que en aquélla fuere pactada (art. 90, in fine), garantía de que la 

existencia y funcionamiento de los sindicatos sólo estarían sometidos a las condiciones 

legalmente impuestas para asegurar la mejor realización de sus “funciones propias” y 

tutelar los “derechos de sus miembros” (art. 91), garantía de protección legal en el empleo 

de promotores y dirigentes sindicales, “durante el tiempo y en las condiciones que se 

requieran para asegurar la libertad sindical” (art. 91, único aparte), derecho de huelga, 

“dentro de las condiciones que fije la ley” (art. 92), y promoción del diálogo social con la 

participación de organizaciones sindicales (art. 109). 

 

La Ley sobre Representación de los Trabajadores en los Institutos Autónomos, Empresas y 

Organismos de Desarrollo Económico del Estado de 11 de julio de 1966, impuso un 

modelo de participación de los trabajadores en la gestión de las unidades productivas del 

sector público mediante la integración de representantes en sus directorios, juntas directivas 

o administradoras, y consejos de administración. 

 

Por último, la Ley Orgánica del Trabajo de 20 de diciembre de 1990 fusionó, en términos 

generales, la normativa preexistente en el ámbito del Derecho colectivo del trabajo, y 

preservó los rasgos preponderantes de la Ley del Trabajo de 1936, esto es, reconocimiento 

del derecho de organización y acción sindical, con eficaces mecanismos de injerencia y 

control por parte de la administración del trabajo. Entre las novedades más trascendentes 

destacan la supresión de los grupos o coaliciones de trabajadores como sujetos titulares de 

la negociación y el conflicto colectivo de trabajo28, la previsión de los sindicatos 

industriales o por sector de actividad, y el reconocimiento de los colegios profesionales 

como sujetos colectivos del Derecho del trabajo.  

 

En síntesis, el modelo que configuró la Ley del Trabajo de 1936, caracterizado por el 

reconocimiento de los derechos de organización y acción sindical pero, al mismo tiempo, 

sujetando su ejercicio a severos controles administrativos, susceptibles de aplicación 

selectiva, ha sido preservado –en gran medida- hasta nuestros días; aunque, como se verá 

de seguidas, intensificados para asegurar la sumisión de los sindicatos, desnaturalizarlos 

como instancias paraestatales e instrumentalizarlos en la construcción del Socialismo del 

Siglo XXI. 

 

 
28 En la reforma parcial de la Ley Orgánica del Trabajo de 17 de junio de 1997 y en su Reglamento de 20 de 

enero de 1999, se reconoció nuevamente a las coaliciones o grupos de trabajadores como sujetos del Derecho 

colectivo del trabajo, siempre que en el mismo ámbito no actuasen organizaciones sindicales. 
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3. Epigrama de una demolición 

 

Conviene reiterarlo: por más de veinte años un complejo entramado —institucional e 

informal— ha socavado la acción de las organizaciones de empleadores y trabajadores no 

afines al Gobierno29. 

 

Dicho entramado incluye, en lo que al régimen jurídico atañe, la organización de elecciones 

sindicales por parte del Consejo Nacional Electoral (CNE), la inhabilitación de las juntas 

directivas sindicales en caso de “mora electoral”, el control de la representatividad sindical 

como condición para el ejercicio de la negociación colectiva y la huelga, la imposición de 

funciones nítidamente estatales –como la defensa de los intereses del pueblo y de la 

soberanía nacional- a los sindicatos, y la entronización de los consejos productivos de 

trabajadores —como instancias del poder popular— en los centros de trabajo. 

 

3.1. Control sindical 

 

La Constitución de la República de 199930, con el proclamado objetivo de erradicar, 

prácticas antidemocráticas31, atribuyó al CNE la potestad de organizar las elecciones de 

sindicatos y gremios profesionales (art. 293.6)32.  

 

Diagnóstico objetivo y tratamiento miasmático: en las entrañas de la promesa de un 

renovado y efectivo modelo democrático, como si se tratase de un caballo troyano, se 

agazapó —invisible a ojos ingenuos o ideológicamente amaestrados— una férrea 

maquinaria de control sindical.  

 

Desde entonces es el poder electoral el que determina quiénes están legitimados para votar 

en elecciones sindicales, cómo y cuándo deben llevarse a cabo dichos proceso, y el 

momento a partir del cual los directivos electos podrán desempeñar sus funciones.  

 

Para dejar en claro el poder devastador de la nueva maquinaria constitucional, el CNE –a 

solicitud de la Asamblea Nacional- convocó -mediante Resolución Nº 001115-1979 de 15 

de noviembre de 200033- un referéndum nacional con miras a la unificación del movimiento 

 
29 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párrs. 367 y 493, pp. 168 y 227, 

respectivamente. 

30 Aprobada mediante referendo de 15 de diciembre de 1999 y enmendada el 19 de febrero de 2009. 

31 Stephany, Keta, “Declive del movimiento sindical venezolano”, Miradas a la Venezuela del Siglo XXI. 

Temáticas, enfoques y evidencias, T. II, Carlos Peña (compilador), Universidad Central de Venezuela, 

Caracas, 2020, p. 331. Recuperado de: https://issuu.com/carlospena019/docs/libro_x_jornadas_ii__11_.  

32 Por su parte, el CNE -en ejercicio de la potestad prevista en los arts. 293.6 de la Constitución de la 

República y 33.2 de la Ley Orgánica del Poder Electoral, dictó las Resoluciones núms. 090528-0264 y 

090528-0265, ambas del 28 de mayo de 2009, contentivas de Normas sobre Asesoría Técnica y Apoyo  

Logístico en Materia de Elecciones Sindicales y de Normas para Garantizar los Derechos Humanos de los 

Trabajadores y Trabajadoras en las Elecciones Sindicales, respectivamente. 

33 Publicada en Gaceta Oficial Nº 37.081 de 20 del mismo mes y año. 

https://issuu.com/carlospena019/docs/libro_x_jornadas_ii__11_
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sindical y la suspensión o destitución de los dirigentes sindicales en funciones, lo cual 

implicaba –como lo advirtió categóricamente la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT)34- una gravísima injerencia en los asuntos internos de las organizaciones sindicales, 

incompatible con el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87)35. 

 

De otro lado, comenzó a interpretarse que el retardo en la celebración de elecciones 

sindicales o mora electoral –a criterio del CNE- supondría la inhabilitación de la junta 

directiva para representar al sindicato en negociaciones o conflictos colectivos laborales. 

Esta fórmula de cuadriplejia sindical fue formalizada en el art. 128, único aparte del  

Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo de 25 de abril de 2006, por cuya virtud “los 

miembros de la junta directiva de las organizaciones sindicales cuyo período para el cual 

fueron electos haya vencido […] no podrán realizar, celebrar o representar a la 

organización sindical en actos jurídicos que excedan la simple administración”.  

 

La norma reglamentaria transcrita fue reproducida en el art. 402 del Decreto con Rango, 

Valor y Fuerza de Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras 

(DLOTTT) de 30 de abril de 2012, agregándosele dos precisiones relevantes: de un lado, 

que la inhabilitación por mora electoral supone, en particular, la prohibición de presentar, 

tramitar, o acordar convenciones colectivas de trabajo, pliegos de peticiones con carácter 

conciliatorio o conflictivo, o actas convenio, y del otro, que la junta directiva con período 

vencido no puede sustituir a sus integrantes a través de mecanismos distintos al proceso 

electoral, ni modificar los estatutos para prorrogar su período. 

 

Adicionalmente, el DLOTTT previó que las organizaciones sindicales deben notificar la 

“convocatoria del proceso de elecciones al Poder Electoral” –a fines de su publicación en la 

Gaceta Electoral (art. 405, único aparte)- y solicitarle, “si lo requieren”, “asesoría técnica y 

apoyo logístico” para la organización del proceso de votación (art. 405). A todo evento, el 

Poder Electoral resolverá cualquier controversia que surja con ocasión del referido proceso 

(art. 408) y publicará en la Gaceta Electoral los resultados del mismo (art. 407, último 

aparte). 

 

En el mismo instrumento normativo se adicionó otro componente a la máquina de control 

sindical, esta vez dirigido a asegurar el manejo de la membrecía sindical y, por tal virtud, el 

poder para decidir cuál sindicato ostenta –en cada ámbito- legitimación para negociar 

colectivamente y convocar a huelga. En efecto, se ordenó la creación del Registro Nacional 

de Organizaciones Sindicales (RNOS) al cual se atribuye el registro de la nómina de los 

afiliados a las organizaciones sindicales (art. 518.4 DLOTTT). En consecuencia, en caso de 

plantearse un conflicto en relación con la representatividad de dos o más sindicatos que 

pretendan negociar colectivamente o convocar a una huelga, corresponderá al RNOS 

dirimirlo con base en la información bajo su control exclusivo (arts. 437 y 454.b eiusdem). 

 

Como era de esperar, se encendieron tempranamente las alarmas en Ginebra:  
 

34 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 38, p. 21. 

35 En lo sucesivo, Convenio 87 OIT. 
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i. La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 

(CEACR) de la OIT observó con preocupación –a partir del año 2000- que la 

Constitución venezolana planteaba problemas de compatibilidad con el Convenio 

87 OIT; en particular, en lo referente a la gestión de los procesos electorales por 

parte del CNE;  

 

ii. La Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia OIT, en junio de 2001, 

constató nuevamente graves divergencias entre la legislación nacional y las 

exigencias del Convenio 87 OIT, así como las disposiciones de la nueva 

Constitución que planteaban problemas de compatibilidad con el mismo; 

considerando que la situación se había deteriorado de forma grave –como se 

desprendía de las nuevas quejas recibidas por injerencias de las autoridades en 

relación con asuntos internos de los sindicatos- y exigiendo al Gobierno que se 

abstuviera de toda acción tendiente a imponer la unicidad sindical36; 

 

iii. A solicitud de la referida Comisión de Aplicación de Normas, se llevó a cabo - del 

23 al 29 de enero de 2006- una misión de asistencia técnica de alto nivel que, entre 

otros aspectos, observó con preocupación que un gran número de organizaciones 

sindicales se encontraban en situación de mora electoral, reiterando la necesidad de 

establecer de manera expresa el carácter facultativo de la intervención del CNE en 

las elecciones sindicales37;   
 

iv. Las apuntadas violaciones a la libertad sindical fueron persistentemente objeto de 

observaciones por parte de la CEACR (2007, 2008, 2009, 2010, 2012, 2013, 2014, 

2015, 2016, 2017), instándose al Gobierno a adoptar todas las medidas necesarias 

para garantizar que las organizaciones de empleadores y de trabajadores puedan 

ejercer sus actividades en un clima exento de violencia, intimidación y amenazas de 

cualquier tipo; recordando la necesidad de eliminar –entre otras normas 

transgresoras- lo concerniente a la obligación de comunicar al CNE el cronograma 

electoral, la publicación de los resultados electorales en la Gaceta Electoral como 

condición de validez, la mora electoral como causal de inhabilitación de las 

organizaciones sindicales, y la competencia atribuida al CNE para dirimir conflictos 

electorales38; y  
 

v. En el informe de 17 de septiembre de 2019, emanado de la Comisión de Encuesta 

designada por el Consejo de Administración OIT para analizar el incumplimiento 

por parte del Gobierno de los Convenios núms. 26, 87 144, constan, entre otros 

muchos datos relevantes, el carácter imperativo de la intervención del CNE en las 

elecciones sindicales –a pesar de la literalidad del art. 405 DLOTTT-, avalada por la 

Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, el Ministerio Público y la 

 
36 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 39, p. 21. 

37 Ibídem, párr. 46, p. 23. 

38 Ibídem, párr. 47, pp. 23  y 24. 



11 
 

Inspección del Trabajo39; la situación de mora electoral -en el año 2018- del 66% de 

los sindicatos registrados en el país40; el escandaloso índice de incumplimiento del 

deber sindical –ex art. 388 DLOTTT- de actualizar ante el RNOS su nómina de 

afiliados (93,74% del total de organizaciones registradas en el año 2018)41; las 

irregularidades que afrontan las organizaciones no afines al Gobierno en los 

procesos ante el RNOS (negativa de recepción de solicitudes y documentos, 

ausencia de respuestas42, objeciones, y –en general- demoras43  absolutamente 

injustificadas), las cuales evidencian “un control administrativo excesivo 

equiparable a la autorización previa”44; la “injerencia en los procesos electorales 

para favorecer opciones sindicales afines al Gobierno y anular la capacidad de 

acción de sindicatos independientes”45; y la conculcación, mediante el régimen de 

mora electoral, del derecho de las organizaciones sindicales a elegir sus dirigentes y 

organizar sus actividades y programas de acción46.    
 

En definitiva, la democracia sindical sirvió de justificación para ensamblar un mecanismo 

de control electoral en las organizaciones sindicales, integrado –básicamente- por el CNE y 

el RNOS. Así, las organizaciones no afines al Gobierno —como destaca el informe de 17 

de septiembre de 2019, proferido por la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela)— 

deben surcar procesos electorales plagados de obstáculos que conducen, 

irremediablemente, a la mora electoral y, por tanto, a un estado de cuadriplejia. La aludida 

injerencia en los procedimientos electorales y de registro sindical “atentan contra la libertad 

sindical, pues vulneran la independencia de la que deben gozar las organizaciones al 

respecto, permiten favorecer a opciones afines al Gobierno y contribuyen a socavar el 

movimiento sindical independiente”47.  

    

3.2. Estatización sindical   

 

 
39 Ibídem, párrs. 169 y 481.ii y .iii, pp. 66 y 218, respectivamente.  

40 Ibídem, párr. 176.b, p. 74.   

41 Ibídem, párrs. 473 y 482, pp. 212 y 222, respectivamente. 

42 Ibídem, párr. 479, p. 216. 

43 “[E]n la mayoría de los casos concretos de sindicatos que denunciaron injerencia del CNE, y en los que el 

CNE pudo probar que finalmente se certificó el proceso electoral, se produjo un alarmante retraso — hasta 

más de cuatro años”. Ibídem, párr. 481.viii, p. 220. 

44 Ibídem, párr. 477, pp. 214 y 215. 

45 Ibídem, párr. 481, p. 217. 

46 Ídem. 

47 Ibídem, párr. 483, p. 222.   
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A partir de 30 de enero de 200548, el entonces presidente de la República, teniente coronel 

Hugo Chávez, estableció como objetivo fundamental de su gobierno la implantación 

progresiva de un modelo de producción socialista49. 

 

Dicho modelo -tal como lo consagró el Proyecto Nacional Simón Bolívar - Primer Plan 

Socialista del Desarrollo Económico y Social de la Nación para el período 2007-201350- 

habría de centrarse en “el trabajo con significado”, mediante “la eliminación de la división 

social, de la estructura jerárquica y de la disyuntiva entre satisfacción de las necesidades 

humanas y la producción de riqueza subordinada a la reproducción del capital”.  

 

Atendiendo a lo antes expuesto –y tal como había sido pronosticado51- en las entrañas del 

DLOTTT (2012) se introdujeron los resortes destinados a impulsar la transición a un 

modelo de producción socialista: el proceso social de trabajo tiene como objetivo esencial 

“superar las formas de explotación capitalista, la producción de bienes y servicios que 

aseguren nuestra independencia económica, satisfagan las necesidades humanas mediante 

la justa distribución de la riqueza y [...] lograr una sociedad justa y amante de la paz, basada 

en la valoración ética del trabajo y en la participación activa, consciente y solidaria de los 

trabajadores y las trabajadoras en los procesos de transformación social, consustanciados 

con el ideario bolivariano”52. 

 
48 “[E]l capitalismo no se va a trascender por dentro del mismo capitalismo, no. Al capitalismo hay que 

trascenderlo por la vía del socialismo, por esa vía es que hay que trascender el modelo capitalista, el 

verdadero socialismo, la igualdad, la justicia”. El futuro del norte es el sur. Discurso del presidente Chávez en 

el Foro Social Mundial. Rio Grande do Sul. 30 de enero de 2005. Publicación del Ministerio de 

Comunicación e Información de la República Bolivariana de Venezuela, Caracas, p. 26. Recuperado de: 

http://www.minci.gob.ve/wp-content/uploads/downloads/2013/02/folletoeluturodelnorteeselsur.pdf.       

49 El Proyecto Nacional Simón Bolívar en su Primer Plan Socialista del Desarrollo Económico y Social de la 

Nación para el período 2007-2013, adoptado el septiembre de 2007, contempla la implantación de un modelo 

de producción socialista  basado en “el trabajo con significado”, mediante “la eliminación de [su…] división 

social, de la estructura jerárquica y de la disyuntiva entre satisfacción de las necesidades humanas y la 

producción de riqueza subordinada a la reproducción del capital” (Presidencia de la República, 2007, p. 3). 

Por su parte, el Segundo Plan Socialista del Desarrollo Económico  y Social de la Nación para el período 

2013-2019 (Presentado por el Pdte. Nicolás MADURO ante la Asamblea Nacional el 28 de septiembre de 2013 

y aprobado por esta mediante Acto Legislativo de 3 de diciembre del mismo año, publicado en Gaceta Oficial 

6118 Ext. de 4 del mismo mes y año), considera a los empleadores privados y sus organizaciones como 

expresión del modelo de explotación capitalista que debe erradicarse para que emerja, como alternativa, el 

socialismo bolivariano del siglo XXI: “Continuar  construyendo  el  socialismo bolivariano del siglo XXI, en 

Venezuela, como alternativa al sistema destructivo y salvaje del capitalismo…”.  

50 Contempla la implantación de un modelo de producción socialista  basado en “el trabajo con significado”, 

mediante “la eliminación de [su…] división social, de la estructura jerárquica y de la disyuntiva entre 

satisfacción de las necesidades humanas y la producción de riqueza subordinada a la reproducción del 

capital”. Presidencia de la República, 2007, p. 3. Recuperado de: http://www.mppp.gob.ve/wp-

content/uploads/2018/05/Plan-de-la-Naci%C3%B3n-2007-2013.pdf.  

51 Carballo Mena, César Augusto, “El anteproyecto de ley de propiedad social y su influjo sobre la reforma 

laboral”, El Derecho venezolano hoy: visiones críticas. Homenaje al R.P. Fernando Pérez-Llantada, s.j., 

UCAB, Caracas, 2010, p. 384. 

52 DLOTTT, art. 25. 

http://www.minci.gob.ve/wp-content/uploads/downloads/2013/02/folletoeluturodelnorteeselsur.pdf
http://www.mppp.gob.ve/wp-content/uploads/2018/05/Plan-de-la-Naci%C3%B3n-2007-2013.pdf
http://www.mppp.gob.ve/wp-content/uploads/2018/05/Plan-de-la-Naci%C3%B3n-2007-2013.pdf
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La aludida perspectiva colectiva del trabajo como instrumento estatal para la realización de 

sus objetivos entrañó el explícito cuestionamiento del régimen capitalista de producción y, 

como consecuencia de ello, de los clásicos poderes patronales de organización, dirección y 

disciplina; de la empresa como conjugación de los factores de la producción con fines de 

lucro; y del carácter autónomo de las organizaciones sindicales como representantes de 

intereses profesionales o de clase. 

 

En lo que a este último aspecto refiere, cabe advertir que las organizaciones sindicales 

fueron concebidas –en el ámbito del DLOTTT- como sujetos destinados a proteger, 

defender y desarrollar los intereses del conjunto del pueblo, así como la independencia y 

soberanía nacional53; destacando entre sus funciones “la producción y distribución de 

bienes y servicios para la satisfacción de las necesidades del pueblo”54, y el “control y 

vigilancia sobre los costos y las ganancias, para que los precios de los bienes y servicios 

producidos sean justos para el pueblo”55. 

 

Dicha estatización reniega –por razones ideológicas- de la clásica función reivindicativa de 

los sindicatos56, vulnerando el derecho de estos a organizar libremente sus actividades y 

formular su programa de acción57. Precisamente por ello, la CEACR ha señalado 

 
53 Ibídem, art. 365. 

54 Ibídem, art. 366.2. 

55 Ibídem, art. 366.3. 

56 “[L]os sindicatos no quieren tener nada que ver con el partido ni con el gobierno, quieren ser autónomos; es 

una especie de chantaje y resulta que entonces tenemos, hemos tenido y seguimos teniendo unos sindicatos 

como inodoros, insípidos [...] que pierden de vista la lucha histórica de la clase obrera por la Revolución, con 

el cuento de que son autónomos los sindicatos”. Chávez Frías, Hugo, discurso pronunciado el 24 de marzo de 

2007. Recuperado de: http:// 

www.elmilitantevenezuela.org/index.php?option=com_content&view=article&id=5802:declaracion-de-la-

cmr-sobre-la-consigna-de-autonomia-sindical&catid=3&Itemid=100037.  

En el mismo sentido: “el propio presidente Chávez reabrió este debate al plantear en un discurso, que la 

autonomía sindical era un veneno heredado de la IV República y en consecuencia anunciaba batallar contra 

este importante criterio existente al interior de las organizaciones sindicales”. Chirinos, Orlando, 

Independencia y autonomía del movimiento sindical, p. 1. Recuperado de: 

http://www.ildis.org.ve/website/administrador/uploads/ PonenciaInterdependenciaOrlandoChirino.pdf. 

57 “[L]os gobiernos no deberían tratar de transformar el movimiento sindical en un instrumento político y 

utilizarlo para alcanzar sus objetivos políticos”. Oficina Internacional del Trabajo, La libertad sindical. 

Recopilación de decisiones del Comité de Libertad Sindical, 6ª edición, OIT, Ginebra, 2018, párr. 724, p. 138.  

“[D]isposiciones legales según las cuales «los sindicatos organizan y educan a los obreros y a los empleados 

[...] a fin de [...] defender el poder del Estado socialista», «los sindicatos movilizan y educan a los obreros y a 

los empleados para que [...] respeten la disciplina del trabajo», «organizan a los obreros y a los empleados 

llevando a cabo campañas de emulación socialista en el trabajo», y «los sindicatos educan a los obreros y a 

los empleados [...] a fin de reforzar sus convicciones ideológicas» [...;] contribuyen necesariamente a limitar 

[...el] derecho de [los sindicatos a] organizar sus actividades, lo cual está en contradicción con los principios 

de libertad sindical [...Las] obligaciones así definidas que han de respetar los sindicatos impiden que se creen 

organizaciones sindicales independientes de los poderes públicos y del partido dirigente y que puedan 

http://www.ildis.org.ve/website/administrador/uploads/%20PonenciaInterdependenciaOrlandoChirino.pdf
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insistentemente al Gobierno venezolano la necesidad de “eliminar la imposición a las 

organizaciones sindicales de finalidades relacionadas con responsabilidades que son 

propias de las autoridades públicas (artículos 367 y 368 de la LOTTT)”58.  

 

Sin embargo, es de reseñar que la aludida incompatibilidad entre libertad sindical y 

atribución de funciones estatales a las organizaciones sindicales fue desestimada por la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia59, alegando que las actividades sindicales –

ex art. 95 de la Constitución de la República- deben someterse al soberano ordenamiento 

jurídico nacional:  

 

“cualquier interpretación que conlleve a afirmar una concepción de comunidad 

internacional que negase o anule en su totalidad la soberanía, autonomía o 

integridad de la República o se constituya en un elemento que niegue los fines 

contenidos en la Constitución, debe descartarse, por cuanto las relaciones 

internacionales de la República deben responder a los fines del Estado 

contenidos en el Texto Fundamental, en función a consolidar el ejercicio de la 

soberanía y de los intereses del pueblo”.     

 

Se desliza, luego, un argumento ostensiblemente falaz conforme al cual la plena 

observancia de la autarquía sindical equivaldría al reconocimiento de un “derecho absoluto 

al margen o en contra del ordenamiento jurídico vigente”. Sería irracional -concluye el 

juzgador- “pretender que los convenios de la […OIT] deban interpretarse a favor 

del envilecimiento, la corrupción o la impunidad de actividades contrarias a derecho, y que 

no deban contextualizarse en el marco de la pertinencia de las normas constitucionales y los 

principios de progresividad de los derechos fundamentales”. 

 

Con todo, la sentencia que se comenta reconoce que resultaría desproporcionado negar el 

registro de una organización sindical o autorizar su disolución por no consagrar 

estatutariamente los aludidos deberes estatales que la legislación le endilga.    

 

3.3. Sumisión sindical   

 

El proceso transicional hacia un modelo de producción socialista concibe a los consejos de 

trabajadores como instancias del poder popular y actores hegemónicos del sistema de 

relaciones laborales, a los que corresponde ejercer funciones contraloras sobre la gestión 

empresarial para asegurar el desarrollo productivo de la Nación y la satisfacción de las 

necesidades populares60 ex arts. 7.661 y 8.5 de la Ley Orgánica del Poder Popular62, 4.5 de 
 

dedicarse realmente a defender y promover los intereses de sus mandantes y no a reforzar el sistema político y 

económico del país”. Ibídem, párr. 733, p. 140.     

58 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 47, p. 23. 

59 Sentencia 170 de 4 de junio de 2019. 

60 Como manifestó un representante de la Central Bolivariana Socialista de Trabajadores y Trabajadoras de la 

Ciudad, el Campo y la Pesca: el objetivo de los CPT es “impulsar, elevar y controlar los procesos de 

producción, abastecimiento, comercialización y distribución de los bienes y servicios para satisfacer las 

necesidades de la población”. Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 183, p. 78.      
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la Ley Orgánica de las Comunas63, 497 y 498 DLOTTT, 1, 5 y 12 de la Ley Constitucional 

de los Consejos Productivos de Trabajadoras y Trabajadores64 (LCCPT).  

 

La sujeción al poder popular y el ejercicio –monopólico- de funciones contraloras del 

proceso productivo permiten diferenciar nítidamente a los consejos de trabajadores –

DLOTTT- o consejos productivos de trabajadoras y trabajadores – LCCPT - de las 

organizaciones sindicales que representan autárquica y libremente los intereses de clase de 

los trabajadores65, tal como destacan enfáticamente los referidos arts. 498 DLOTTT y 17 

LCPTT 66.  

 

De conformidad con este último instrumento normativo, en cada entidad de trabajo -

privada, pública, mixta67 o comunal (art. 5)- deberá constituirse y funcionar, bajo la rectoría 

del ministerio del poder popular con competencia en materia de trabajo (art. 6), un consejo 

productivo de trabajadoras y trabajadores (CPT) conformado68 por un número impar -

 
61 Uno de los fines que se atribuye al Poder Popular es “vigilar que las actividades del sector privado con 

incidencia social se desarrollen en el marco de las normativas legales de protección a los usuarios y 

consumidores”. 

62 21 de diciembre de 2010, publicada en la Gaceta Oficial N° 6.011 Extraordinario de la misma fecha. 

63 Ídem. 

64 30 de enero de 2018, publicada en la Gaceta Oficial N° 41.336 de 6 de febrero del mismo año. 

65 Arts. 95 CRBV, 2, 3 y 10 Convenio 87 OIT.   

66 La apuntada delimitación de atribuciones entre consejos de trabajadores y sindicatos ex arts. 498 DLOTTT 

y 17 LCCPT, pretende garantizar su coexistencia armónica durante la etapa de transición al modelo de 

producción socialista que dicha Ley apuntala. Obviamente, en la medida que el consejo de trabajadores 

amplíe su esfera de gestión en la entidad de trabajo, en la misma proporción declinarán las funciones 

tradicionales del sindicato, toda vez que la negociación de convenciones colectiva tenderá a ser sustituida por 

la aprobación de un plan de gestión, en términos análogos a los que rigen en las organizaciones 

socioproductivas previstas en la Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal (arts. 27.13, 28.2 y 30.3), y la 

gestión del conflicto colectivo devendrá cuestionada en tanto expresión de la tensión concreta entre los 

intereses de un grupo de trabajadores y los de la colectividad, representada por el consejo de trabajadores, 

criminalizándose incluso la eventual alteración del proceso productivo en términos análogos a los 

consagrados en el art. 76 eiusdem. 

67 Conformar consejos de trabajadores en empresas de propiedad social indirecta aparece como objetivo 

2.2.2.35 del Segundo Plan Socialista de Desarrollo Económico y Social de la Nación 2013-2019 (Gaceta 

Oficial N° 6118 Ext. de 4 de diciembre de 2013).  

68 Como antecedente, cabe reseñar que mediante Decreto del Presidente de la República N° 2535 de 8 de 

noviembre de 2016 (N° 17 en el marco del Estado de Excepción y Emergencia económica), publicado en 

Gaceta Oficial N° 41026 de la misma fecha, se impuso la creación de consejos productivos de trabajadores en 

entidades públicas y privadas, en el ámbito de la Gran Misión Abastecimiento Soberano (art. 1), integrados 

así (arts. 3 y 4): tres trabajadores seleccionados por el Ministerio del Poder Popular para el Proceso Social de 

Trabajo y sendos representantes de la juventud (seleccionado por el Ministerio del Poder Popular para la 

Juventud y Deporte), de la Unión Nacional de Mujeres (seleccionado por el Ministerio del Poder Popular para 

la Mujer y la Igualdad de Género), de la Milicia Bolivariana y de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 

(ambos seleccionados por el Ministerio del Poder Popular para la Defensa). La LCCPT ordenó renovar –

dentro de los noventa días siguientes a su entrada en vigencia- los consejos productivos de trabajadores 
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entre tres y siete- de integrantes electos en asamblea –que organiza a discreción el 

ministerio del poder popular para el proceso social de trabajo- que deberán reflejar –por lo 

menos- los atributos69 de mujer, joven70 y miliciano71 (art. 7).  

 

La potestad contralora sobre la gestión empresarial que se atribuye a dichas instancias (art. 

12 eiusdem) comporta, en términos amplísimos, el derecho a información, fiscalización e 

iniciativa72 dentro del perímetro del proceso productivo, para lo cual sus integrantes gozan 

de ciertas garantías y facilidades, entre las que destacan goce de inamovilidad, licencia 

remunerada para el ejercicio de sus funciones, libre acceso a las diversas áreas del centro de 

trabajo, derecho a información patronal y estatal sobre el proceso productivo, e 

interlocución con trabajadores y organismos estatales competentes (arts. 15 y 16 eiusdem).     

 

En criterio de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), la actividad de los CPT 

“podría socavar de manera importante el ejercicio de la libertad sindical”73-74, toda vez que 

revisten carácter obligatorio, incluyen como miembro a un miliciano, se someten a la 

rectoría del ministerio del poder popular para el proceso social de trabajo, sus miembros 

son electos en asamblea convocada por y con la presencia de un representante de dicho 

ministerio, ejercen amplias atribuciones y funciones que incluyen promover la cooperación 

de los trabajadores y coadyuvar al modelo socialista, y sus miembros gozan de relevantes 

prerrogativas tales como interlocución con organismos estatales, libre acceso a los lugares 

de trabajo, acceso a datos que debe suministrar el empleador, permisos remunerados 

obligatorios, y estabilidad reforzada75.  

 

Un ámbito concreto y trascendente de violación de la libertad sindical lo configura el 

ejercicio del derecho de huelga, toda vez que, de un lado, los CPT tienden a adversar 

 
constituidos de conformidad con el referido Decreto N° 2535 de 8 de noviembre de 2016 (Disposición 

Transitoria Primera), el cual devino derogado (Única).  

69 Estos atributos pueden coincidir en una misma persona.  

70 Entre 15 y 35 años de edad. 

71 Reflejando la idea de integración cívico–militar para la defensa integral de la Nación: objetivos 1.6.1.4-

1.6.1.7 del Segundo Plan Socialista de Desarrollo Económico y Social de la Nación 2013-2019 (Gaceta 

Oficial N° 6118 Ext. de 4 de diciembre de 2013).  

72 En particular se adjudica al consejo de trabajadores la potestad de: a) informar al patrono sus decisiones “a 

fin de que este adopte los correctivos necesarios o recomendaciones realizadas” (art. 12.3), y b) “proponer y 

hacer ejecutar las medidas preventivas y correctivas necesarias para evitar la ilegítima o ilegal paralización o 

afectación del proceso productivo” (art. 12.5). 

73 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 487, p. 224. 

74 “Dentro del paradigma gubernamental en el que se atribuyen a los sindicatos (y a las organizaciones 

patronales) funciones públicas en la consecución del proyecto político del Gobierno, la implantación de 

instituciones como los CPT amenaza con la progresiva erosión, desnaturalización o incluso desaparición de la 

función de fomentar y defender de forma independiente los intereses de sus miembros, que el Convenio núm. 

87 consagra para las organizaciones de trabajadores y de empleadores”. Ibídem, párr. 491, p. 227. 

75 Ibídem, párr. 488, p. 225. 
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cualquier paralización o afectación del proceso productivo que pudiese lesionar intereses 

populares76-77, y del otro, la tipificación –con excesiva latitud- del delito de boicot como 

cualquier conducta que impida la producción de bienes o la prestación de servicios78, 

resulta en extremo próxima a –y, por ende, inhibitoria de- la huelga79.  

 

En definitiva, a la luz del Convenio 87 OIT deberían adoptarse “todas las medidas necesarias 

para eliminar la imposición de instituciones o mecanismos de control que, como los Consejos 

Productivos de Trabajadores, puedan coartar en la legislación o en la práctica el ejercicio de la 

libertad sindical”80.  

 

4. Tiempo de escombrar 

 
No puedes decir, ni imaginar porque sólo conoces un montón de imágenes rotas  

T. S. Eliot, La tierra estéril 
 

Antes de remover escombros, conviene preguntarse ¿qué reconstruir? y ¿por qué 

reconstruir? 

 

Reconstruir la libertad sindical como manifestación de un sistema democrático de 

relaciones laborales. Solo la democracia reconoce la —natural y conveniente— 

coexistencia de intereses disímiles —o incluso, contrapuestos— en el seno de la sociedad y, 

por tanto, el derecho de los ciudadanos a organizarse para su promoción y defensa, 

erigiéndose así en “verdaderos sujetos políticos, que crean y estimulan la pluralidad y 

tolerancia política, fomentan el civismo y la educación política, colaboran en la 

 
76 LCCPT, art. 12.5. 

77 El Gobierno venezolano reconoció que “los CPT emitían informes sobre la producción y los problemas que 

la afectaban, para que el Gobierno nacional coadyuvase esfuerzos con el empleador (si se alegaba boicot, de 

haber indicios se derivaba a la Superintendencia Nacional para la Defensa de los Derechos Socioeconómicos 

(SUNDDE) para que siguiera los respectivos procesos formales)”. Informe de la Comisión de Encuesta OIT 

(caso Venezuela), párr.185, p. 80.  

Por su parte, la Central Bolivariana Socialista de Trabajadores y Trabajadoras de la Ciudad, el Campo y la 

Pesca señaló “que en caso de huelga el CPT debería mantenerse al margen de la disputa, pero podría 

contribuir a hacer cumplir los protocolos establecidos para garantizar una paralización correcta y una 

reanudación cuanto antes de las labores”. Ibídem, párr. 183, p. 79.  

Finalmente, algunas organizaciones sindicales denunciaron que “los CPT podían, impedir una huelga 

calificándola de boicot o marginalizar la actuación de las organizaciones sindicales”. Ibídem, párr.182, p. 78. 

78 Art. 53 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Precios Justos de 8 de noviembre de 

2015, publicado en la Gaceta Oficial 40.787 de 12 del mismo mes y año.  

79 El caso núm. 2727 del Comité de Libertad Sindical OIT refiere a seis trabajadores de Petróleos de 

Venezuela, S.A. (PDVSA) a los que se les formuló cargos por delito de boicot “por protestar en demanda de 

sus derechos laborales”. Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), párr. 54, p. 27.     

80 Ibídem, p. ix. 
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legitimación del orden democrático […], promueven la deliberación pública y suscitan la 

gobernanza”81. 

 

Reconstruir la libertad sindical –y no rehabilitar automáticamente la concepción y régimen 

jurídico que antecedieron a su demolición— a partir de los principios contenidos en los 

Convenios núms. 87 y 98 OIT, esto es, garantizando el derecho a organizarse en la forma 

que se estime conveniente y sin autorización previa para fomentar y defender –mediante la 

negociación de convenios colectivos de trabajo, el ejercicio de la huelga, la participación en 

la gestión empresarial y el diálogo social- los intereses de trabajadores y empleadores, sin 

temor a sufrir por ello retaliaciones de especie alguna. 

 

En este sentido, el informe de 17 de septiembre de 2019, emanado de la Comisión de Encuesta 

OIT (caso Venezuela), recomienda respetar la libertad sindical como base de un diálogo 

tripartito para la reconciliación nacional, el desarrollo económico sostenible y la justicia 

social82. Dicho objetivo supone —entre otros aspectos— adoptar medidas idóneas 

destinadas a asegurar:  

 

i. “un clima desprovisto de violencia, amenazas, persecución, estigmatización, 

intimidación u otra forma de agresión, en el que los interlocutores sociales puedan 

ejercer sus actividades legítimas”83; y  

 

ii. “el pleno respeto de la autonomía de las organizaciones de empleadores y de 

trabajadores, en particular con relación al Gobierno o a partidos políticos”, y la 

supresión de “toda injerencia y favoritismo de las autoridades estatales”84; lo cual 

entraña —entre otras medidas— asegurar que el registro de organizaciones 

sindicales no equivalga a una autorización previa, y eliminar tanto la figura de la 

mora electoral como cualquier institución o mecanismo de control —análogo a los 

consejos productivos de trabajadores— que puedan coartar el ejercicio de la libertad 

sindical85. 

 

En definitiva, barrer conscientemente escombros para allanar el terreno sobre el cual 

reconstruir, esta vez con convicción y bajo los criterios arquitecturales de la OIT, una 

libertad sindical que, lejos de engendrar prejuicios y prevenciones, engrane armónicamente 

en una sólida concepción de la democracia y garantice la eficaz tutela autárquica de los 

intereses de trabajadores y empleadores.      

 
81 Daniel Cerdas-Sandí, “Derechos laborales colectivos y democracia. Una discusión a partir del concepto voz 

horizontal de Guillermo O’Donnell”, Revista IUS, vol. 12, núm. 48, Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla, 

2018. Recuperado de: https://www.redalyc.org/jatsRepo/2932/293257825010/html/index.html#fn13.    

82 Informe de la Comisión de Encuesta OIT (caso Venezuela), pp. viii y 229.   

83 Ibídem, párr. 497.1, p. 229. 

84 Ibídem, párr. 497.2, p. 230. 

85 Ibídem, párr. 497.2 (i, ii y iii), pp. 230 y 231.   

https://www.redalyc.org/jatsRepo/2932/293257825010/html/index.html#fn13

